La Consejera de Asuntos Sociales, Familia, Juventud y Deporte que suscribe, en relación con la pregunta realizada por la Parlamentaria Foral Ilma. Sra. Dª. Ana Figueras Castellano, adscrita a la Agrupación Parlamentaria Foral de Izquierda Unida – EB, en relación a la valoración y en su caso aceptación de las recomendaciones efectuadas por Amnistía Internacional en su informe sobre centros terapéuticos de acogimiento de menores con trastornos de conducta (PES 377/10), tiene el honor de remitir la siguiente contestación: 

Se han analizado tanto el informe como las recomendaciones efectuadas. Tras la solicitud por parte de Amnistía Internacional de mantener una reunión, informamos de que ésta se mantuvo el día 5 de marzo del presente año. Asistieron a la misma por parte de Amnistía Internacional, su Presidente en España, la Jefa de Relaciones Institucionales y la representante de la organización en la Comunidad Foral. Por parte del Departamento de Asuntos Sociales, Familia, Juventud y Deporte, la Directora General de Familia, Infancia y Consumo y el Jefe de la Sección de Protección del Menor. Asistieron igualmente el Presidente de la Fundación Ilundain y el Director del Programa de Reforma del Centro para el cumplimiento de medidas judiciales. En el transcurso de la reunión  se ofreció al Presidente de Amnistía Internacional España y a las personas que le acompañaban información exhaustiva referida a los diferentes tipos de centros existentes en la Comunidad Foral en función de los también diferentes perfiles de los menores objeto de nuestra atención: COA’s, diversificados en función de la edad de los menores y sus perfiles; diversidad de centros de acogimiento residencial según los perfiles de los menores: protección con perfil de dificultad social, de conflicto, protección con graves trastornos de conducta o terapéuticos; centro de internamiento para el cumplimiento de medidas judiciales, etc. 

Se ha ofrecido información cuantitativa sobre número de plazas, y cualitativa sobre planes educativos individualizados para cada menor, procedimientos de contratación con las entidades gestoras, pliegos de cláusulas técnicas y contratos de adjudicación; protocolos de funcionamiento, procedimientos de derivación en cada caso, información a las familias, reglamentos de funcionamiento, coordinación, transparencia de funcionamientos, inspecciones, evaluaciones, etc. Se informó acerca de todo nuestro sistema  haciendo hincapié en aspectos que en el 

Informe de Amnistía Internacional pueden llevar a confusión o en aquellos otros en los que no se tiene en cuenta legislación vigente. 

Informamos igualmente acerca de la producción estadística anual y la obligación de ofrecerla tanto al Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral, como a la Fiscalía General del Estado a través de la Fiscalía General de Navarra, a Delegación de Gobierno en las situaciones específicas de Menores Extranjeros no acompañados, etc.

Se insistió por parte del Departamento en la necesidad de modificar el lenguaje y actualizar la terminología que se utiliza en el informe y que no se ajusta a la actual nomenclatura en materia tanto de protección de menores como de reforma. En Navarra no hay centros carcelarios, no existen salas de castigo y los procedimientos de un proceso de intervención se atienen escrupulosamente a la normativa vigente, entre otras, la Ley Orgánica 1/1996, de Protección del Menor, Ley Orgánica 5/2000 de responsabilidad penal de los menores (que por cierto, no se cita en el Informe de Amnistía Internacional y es la que define y regula nítidamente los centros de internamiento y desgrana el conjunto de medidas judiciales disponibles que un/a juez tiene para sancionar a menores infractores) y la ley Foral 15/2005 de promoción, atención y protección de la infancia y la adolescencia y sus desarrollos reglamentarios.

Toda esta información da respuesta clara a las recomendaciones (que transcribimos literalmente en negrita)  específicas que plasman en la carta que acompaña al informe, a saber:

1ª.- La regulación mediante protocolos y directrices claras de intervención que determinen el proceso administrativo por el que se regirá el ingreso o derivación de los menores en los centros, proporcionando toda la información a los padres y familiares sobre las consecuencias jurídicas que provoca el que la Administración asuma la tutela así como los recursos disponibles para su impugnación.

Esta primera recomendación se cumple. Existen protocolos e información a las familias. Los procedimientos de derivación son acordes con la normativa y los traslados a las familias de toda resolución que se emite son un hecho constatable y 

comprobable en cualquier momento. El último punto de toda resolución ofrece la posibilidad del pertinente recurso.

2ª La producción y publicación regular de la información referente al número de menores, así como de los centros de protección terapéuticos existentes, garantizando que los reglamentos de régimen interno de los mismos, tanto de gestión pública como privada, prohíben cualquier medida sancionadora contraria a los estándares internacionales, especialmente las Reglas de naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, para evitar tratos que puedan ser considerados crueles, inhumanos y degradantes.

Como se ha dicho anteriormente la información a la que alude esta recomendación se les ofreció de manera exhaustiva.

Velamos por la protección de nuestros menores, a los que de ninguna manera  consideramos privados de libertad, sino en protección o en proceso de reeducación con todas las garantías, esto es con los derechos contemplados en la Convención de los Derechos,  del Niño, normativa internacional y nacional, pero también con sus deberes.

En relación a tratos crueles, inhumanos o degradantes, salvo que se consiga demostrar lo contrario y denunciarse como es preceptivo, esos tratos no existen en nuestro sistema.

3ª.- Garantía efectiva del control y la inspección de los organismos y organizaciones independientes de protección de los derechos humanos a los centros de acuerdo con las recomendaciones del Consejo de Europa y la ONU, exigiéndoles absoluta transparencia en la rendición de cuentas.

Al respecto, hemos de repetir que en la información facilitada en la reunión del 5 de marzo, se les ofreció la periodicidad diaria, semanal, quincenal, mensual, trimestral, semestral y anual de las reuniones de coordinación, supervisión e inspección por parte de las personas responsables de cada uno de los programas de la Administración Foral, la Judicatura y la Fiscalía. Se les informó acerca de la Función del Defensor del Pueblo en el ámbito de la Protección establecida en el artículo 14.3 apartados a) a d), de la Ley Foral 15/2005 de 5 de diciembre de promoción, atención y protección de la infancia y la adolescencia. Función que le ha llevado a elaborar informes especiales con visitas incluidas a los centros y encuestas a los menores, de cuyos resultados y declaraciones públicas también informamos a los responsables de Amnistía Internacional. Por tanto la transparencia y rendición de cuentas es práctica habitual en nuestro Departamento en general y en la Dirección General de Familia, Infancia y Consumo en particular.

4ª.- Supervisión de forma efectiva las prácticas de funcionamiento y las medidas sancionadoras hacia los menores en cualquier establecimiento de protección o educativo, público o privado, garantizando la persecución efectiva de los responsables de castigos, abusos y malos tratos, ya sean éstos agentes públicos o instituciones privadas.

La supervisión y el seguimiento del proceso evolutivo de cada menor está indicada en los puntos anteriores. Todos y cada unos de los expedientes de los menores que obran en la Sección de Protección del Menor recogen cualquier tipo de incidencias que nunca son objeto de castigos crueles e inhumanos. Insistimos, son denunciables si se conocen.

5ª.- Se garantiza que los menores(y en su caso también los familiares) conocen y entienden sus derechos, especialmente los referentes a su consentimiento informado respecto al tratamiento con medicamentos y su evolución, así como que reciben la adecuada información sobre su derecho a la salud sexual y reproductiva.

Lo relativo a esta recomendación, fue objeto de un tratamiento especial en la reunión mantenida el 5 de marzo. Se informó claramente que la prescripción de medicamentos, aunque sean unas sencillas vitaminas, son hechas por los facultativos correspondientes de los centros de salud a los que está adscrito cada menor. Padres y/o madres o tutores son conocedores de los tratamientos y los menores pueden aceptar o no  el tratamiento, informándose según proceda a la familia o al juez. En este sentido está previsto avanzar un paso más, recogiendo las conformidades o disconformidades por escrito.

Por lo tanto, hemos de informar que se han valorado y tenido en cuenta las consideraciones y recomendaciones de Amnistía Internacional al tratarse todas ellas de aspectos ya contemplados y cumplidos con antelación por el sistema navarro. 

Pamplona, a 25 de marzo de 2010

La Consejera de Asuntos Sociales, Familia, Juventud y Deporte: María Isabel García Malo

